
ponsabilidad vendría predeterminada
en abstracto en función del tipo de
distribución competencial corres-
pondiente a la materia competencial
en la que tendría que encuadrarse la
directiva (M. AZPITARTE SÁNCHEZ). De
acuerdo con este planteamiento, que
no deja de presentar algunos proble-
mas, el reparto podría reflejar con
menor fidelidad la responsabilidad
de cada ente en el incumplimiento
declarado, pero contribuiría a fijar,
también en este contexto, el criterio
constitucional y estatutario de dis-
tribución de competencias. 

Este volumen es el resultado de
un proyecto de investigación finan-
ciado por el Institut d’Estudis Au-
tonòmics en el marco de una con-
vocatoria competitiva y, tal y como
se deriva de lo expuesto, su conteni-
do es de la máxima actualidad y re-
levancia, tanto desde el punto de vis-
ta de su contribución al esclareci-
miento de las diversas cuestiones
teóricas que subyacen a la transpo-
sición de directivas en el Estado au-
tonómico, como desde la perspecti-
va de las propuestas y soluciones
concretas que en él se realizan. 

Luis ARROYO JIMÉNEZ

Universidad de Castilla-
La Mancha

BOIX PALOP, Andrés, y MARZAL RAGA,
Reyes (eds.): Ciudad y movilidad.
La regulación de la movilidad ur-
bana sostenible, Publicacions de
la Universitat de València, 2014,
252 págs.

El crecimiento que han experi-
mentado nuestras ciudades en el

marco de una planificación urba-
nística sustancialmente mejorable,
la generalización del vehículo priva-
do como medio de transporte, las di-
ficultades a las que se enfrentan dia-
riamente los ciudadanos a la hora
de transitar por unas calzadas cada
vez más congestionadas y la prolife-
ración, como alternativa, de nuevas
formas de desplazamiento han de-
sembocado en una mayor preocu-
pación social, y académica, por la
movilidad. En el presente marco
aparece esta obra colectiva que apro-
xima transversalmente al lector a la
movilidad urbana sostenible; una
materia vidriosa cuyas fronteras de-
ben quedar bien delimitadas antes
de abordar una reforma normativa
que palie los problemas propios del
actual modelo de ciudad.

Desde finales del siglo XIX, los po-
deres públicos, lejos de permanecer
indiferentes ante los crecientes pro-
blemas de movilidad, han adoptado
una política activa orientada decidi-
damente a la adaptación de la ciu-
dad al automóvil, tal y como pone
de relieve Joan OLMOS. Sin embar-
go, los ciudadanos somos cada vez
más conscientes de que la perpetua-
ción de las disfunciones económicas
y medioambientales propias de este
escenario deviene insostenible. Com-
plicaciones que abarcan desde la po-
lución del aire y altos niveles de rui-
do hasta el incremento de la factura
energética en un país marcadamen-
te dependiente.

Hasta fechas recientes, las políti-
cas de movilidad se han valorado ex-
clusivamente en términos de accesi-
bilidad. Frente a ello, los autores no
tratan solo de diseñar unos núcleos
urbanos más accesibles, sino que
trazan el modo concreto en el que
debe materializarse este principio de
accesibilidad. Es decir, siendo el fin

RECENSIONES Y NOTICIAS DE LIBROS BIBLIOGRAFÍA

Revista de Administración Pública
388 ISSN: 0034-7639, núm. 196, Madrid, enero-abril (2015), págs. 381-419

14-Recensiones.qxp  12/3/15  09:22  Página 388



que se persigue la accesibilidad a los
centros de trabajo, los servicios pú-
blicos o los espacios verdes, la he-
rramienta propuesta es la adopción
de una serie de políticas en materia
de movilidad y, dentro de esta cate-
goría, serán preferibles aquellas de-
cisiones que en mayor medida coad-
yuven a paliar los problemas que, a
título de ejemplo, acaban de ser enu-
merados. En esta línea, es intere-
sante la distinción realizada por
Vicent TORRES respecto a fines y me-
dios; respecto a accesibilidad y mo-
vilidad. Joan SUBIRATS, poniendo de
relieve que la dimensión del proble-
ma es mucho más amplia, se detiene
en la iniciativa «Ciudades en transi-
ción», que pretende dar respuestas
resilientes a problemas ambientales,
energéticos y económicos.

Aun siendo cada vez mayor el
consenso respecto a la incorporación
de una perspectiva sostenible al de-
bate político sobre la movilidad, y a
pesar de que, como señala Enrique
GUILLÉN, a la Constitución no le es
indiferente el modelo que al respec-
to se establezca legalmente, su tras-
lación a la esfera jurídica exige cau-
tela; pues no es pequeño el riesgo
que corremos de alterar el nombre
de las cosas sin modificar en dicho
sentido la realidad regulada. Un De-
recho útil exige huir de la hiperin-
flación legislativa que provoca la ela-
boración de normas huecas de im-
posible aplicación efectiva para el
operador jurídico.

Las materias potencialmente
afectadas son muy diversas y cuen-
tan a día de hoy con su propia regu-
lación sectorial —medio ambiente,
urbanismo, tráfico…—. Varios au-
tores ponen de relieve cómo la co-
rrecta implementación de políticas
que promuevan, de facto, una movi-
lidad más sostenible en nuestras ciu-

dades exigiría una cuidada técnica
legislativa que incidiese puntual-
mente en la normativa sectorial es-
pecífica ya existente. Por ejemplo,
desde el momento que más de un
tercio de los desplazamientos tiene
carácter laboral, resulta evidente la
implicación del Derecho del Trabajo.
José María GOERLICH desentraña las
amplias posibilidades que ofrece la
normativa laboral, donde cabe tanto
el impulso de medidas dirigidas a la
eliminación de desplazamientos in-
necesarios como aquellas que pre-
tenden acotar los que no puedan eli-
minarse. El pago de un importe por
kilómetro recorrido en bicicleta has-
ta el centro de trabajo no ha sido ex-
plorado todavía en España.

Sea para acometer una nueva re-
gulación o para modificar aspectos
puntuales de las ya existentes, hay
que atender previamente al reparto
competencial diseñado en esta ma-
teria. Enrique GUILLÉN, Elisa MOREU,
Eloísa CARBONELL y, en relación con
la Ley de Movilidad de la Comuni-
dad Valenciana (LVM), Andrés BOIX

tratan esta cuestión en sus respecti-
vos capítulos. Mientras que la pugna
competencial entre Estado y CC.AA
no ha tenido aún lugar, quizás aten-
diendo al incipiente y limitado de-
sarrollo autonómico de la materia,
la mayor conflictividad jurídica se
ha dado entre el Estado y las enti-
dades locales.

Ningún Estatuto de tercera gene-
ración, con cierta salvedad en el caso
del andaluz, recoge la «movilidad
sostenible» entre sus competencias,
por lo que no ha tenido oportunidad
el máximo intérprete de la Constitu-
ción de pronunciarse sobre su cons-
titucionalidad y delimitación esta-
tutaria. Con un dudoso soporte en
el artículo 49.1.15 del Estatuto de
Autonomía de la Comunidad Valen-
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ciana, en materia de transporte, tam-
poco ha sido objeto de recurso la
LVM, pues, como señala BOIX, pese a
una aparente pretensión de genera-
lidad, el legislador autonómico no
ha sido ambicioso en su regulación.

En relación a la distribución de
competencias entre el Estado y los
municipios, la mayor pugna ha teni-
do lugar por la regulación que dife-
rentes ordenanzas municipales han
realizado respecto al uso de la bici-
cleta en ciudad, reconociendo con
más o menos restricciones la circu-
lación de las mismas por las aceras,
la posibilidad de aparcarlas en ár-
boles o elementos del mobiliario ur-
bano, la circulación en contrasentido
o, por ejemplo, a una velocidad muy
reducida por calzada. Ello ha dado
lugar a seis pronunciamientos del
Tribunal Supremo entre 2010 y 2014,
siendo el último de ellos, respecto a
la Ordenanza de Zaragoza, la STS de
10 de abril de 2014. Aunque en sus
fallos anteriores el Tribunal Supre-
mo interpretó con flexibilidad la nor-
ma estatal, tras dicha Sentencia, que
descansa en una rigurosa aplicación
del método lógico deductivo y que
plantea serios problemas de aplica-
bilidad, cabe apreciar un brusco giro
jurisprudencial, a pesar de que el
propio Tribunal niegue contradecir-
se con sus pronunciamientos ante-
riores. 

Francisco BASTIDA, favorable a
una mayor elasticidad hermenéuti-
ca, aboga por la toma en considera-
ción del principio de trato normativo
preferente de la bicicleta. Ello impli-
caría, en primer lugar, su considera-
ción como vehículo, sin que como tal
pueda ser ignorada a nivel normati-
vo ni el ciclista ser considerado un
estorbo en la vía. Pero, además, por
contribuir indudablemente a la con-
secución de unos objetivos sociales

positivos, debería ser caracterizada
como un vehículo singular merece-
dor de una especial protección. 

En relación a la circulación de bi-
cicletas por aceras y zonas peatona-
les los problemas son inevitables,
pues siendo municipal la competen-
cia para establecer qué zonas que-
dan prohibidas al tráfico rodado,
como titulares del dominio público
urbano, estas entidades no pueden
decidir cuestiones sustantivas sobre
la circulación de bicicletas si se in-
terpreta ampliamente el artículo
149.1.21 CE. Considerando que el
precepto se ciñe a los vehículos a
motor, propone Elisa MOREU desga-
jar la bicicleta como medio de trans-
porte urbano de la normativa estatal,
exceptuándose aquellas cuestiones
que afecten directamente al tráfico
de vehículos motorizados. En esta
línea, GUILLÉN rechaza la interpre-
tación extensiva realizada del ar-
tículo 149.1.21 en la STC 203/1992
(FJ 2).

A pesar de que las corporaciones
locales son mejores conocedoras de
las características de sus vías a la
hora de diseñar políticas de movili-
dad, las últimas decisiones estatales
caminan de forma diametralmente
opuesta a la deslegalización de la ma-
teria. Así lo ponen de manifiesto las
reformas de la Ley sobre Tráfico ope-
radas por Ley 18/2009 —respecto al
estacionamiento en aceras de bici-
cletas— o Ley 6/2014 —que atañe al
uso de casco ciclista en vía urbana—
. Y en esta línea camina también la
inminente aprobación de un nuevo
Reglamento General de Circulación,
que, aun criticable desde el punto de
vista competencial, sí incorpora me-
didas sustantivas que deben valorar-
se positivamente. Entre ellas desta-
ca la autorización a los ciclos para
circular por debajo de los límites mí-
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nimos de velocidad y la conversión
en «calles 30» de todas las vías con
un solo sentido de circulación o con
un carril por sentido. Se trata de pre-
visiones que favorecen una conduc-
ción más uniforme, tal y como pone
de manifiesto Joan OLMOS al desta-
car que la velocidad media en ciudad
difícilmente llega a día de hoy a los
20 km/h. Teniendo ello en cuenta,
sorprende el reciente dictamen del
Consejo de Estado en el que advierte
de un posible colapso de las ciuda-
des de mantenerse esta modificación
normativa. La reforma es oportuna
al evitar que las bicicletas sean ex-
pulsadas de la acera por ser un vehí-
culo y de la calzada por circular des-
pacio. 

Regresando a una perspectiva
más amplia de la movilidad sosteni-
ble, cabe preguntarse por las herra-
mientas con las que cuentan los
poderes públicos para implementar
políticas que la favorezcan. Elisa
MOREU, consciente tanto del efecto
limitado que tienen los consejos di-
rigidos a los ciudadanos como de la
baja rentabilidad política que pro-
porciona el establecimiento de san-
ciones, propone alcanzar un equili-
brio entre ambos a la hora de plani-
ficar la acción administrativa en esta
materia. Siguiendo esta línea, Mi-
chael FEHLING analiza las medidas
de estímulo, positivo y negativo, de-
sarrolladas en Reino Unido, Alema-
nia y Francia. 

Entre las medidas de carácter ne-
gativo destaca el peaje urbano de
Central London, introducido en
2003. Sin embargo, si se presta aten-
ción al caso español, Andrés BOIX,
señalando una de las limitaciones
de la LVM, pone de manifiesto cómo
la falta de previsión en la norma de
un sistema con rango legal de gra-
vámenes o peajes urbanos impide

su establecimiento por parte de los
municipios valencianos que desea-
sen aplicarlos. La restricción al trá-
fico en determinadas zonas del cas-
co urbano, sin la posibilidad de abo-
nar un peaje para acceder a las
mismas, también ha sido proble-
mática. Jurídicamente, los tribuna-
les han sido erráticos a la hora de
pronunciarse sobre la legalidad de
estas zonas previstas en diferentes
ordenanzas. La legalidad de las se-
villanas Zonas de Acceso Restringi-
do (STSJ Andalucía de 20 de no-
viembre de 2008, FJ 9) contrasta con
la declarada nulidad de las Zonas
Residenciales reguladas en la Orde-
nanza zaragozana (STSJ Aragón de
17 de febrero de 2012, FF.JJ. 4 y 5).
Políticamente, su establecimiento
no suele ser apoyado por asociacio-
nes de comerciantes, provocando,
por ejemplo, que el Ayuntamiento
de Madrid, pese a un primer inten-
to, haya desistido de abordar una
ampliación de su Área de Prioridad
Residencial.

Entre los estímulos positivos,
FEHLING destaca los relacionados con
la promoción de vehículos eléctri-
cos, tanto privados como de servicio
público. Aboga por el empleo de la
subvención como técnica de fomen-
to y considera deseable un Derecho
europeo de contratos orientado a la
promoción de aquellos servicios am-
bientalmente más respetuosos. Tam-
bién hace alusión BOIX a las medi-
das incentivadoras reguladas en la
LVM, aunque cabría puntualizar
que, a excepción de contadas previ-
siones, es más correcto dar a las res-
tantes la consideración de medidas y
directrices de softlaw.

La obra finaliza con un estudio
pormenorizado de la novedosa nor-
ma valenciana. Reyes MARZAL estu-
dia detalladamente, por un lado, los
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derechos y deberes que la LVM re-
conoce e impone a todos los ciuda-
danos, y las obligaciones que asu-
men tanto los prestadores de servi-
cios como los usuarios de los medios
de transporte. Por otro lado, nos
acerca a los diferentes sistemas de
planificación que recoge la norma.
Diego ORTEGA, dentro de la técnica
planificadora, pone énfasis en los
problemas que se suscitaron duran-
te el proceso de elaboración del Plan
de Movilidad Urbana Sostenible de
la ciudad de Valencia. Cierra la obra
una propuesta de David ESTAL en pro
de la creación de una Concejalía de
Movilidad en Valencia, siguiendo el
modelo de otros municipios.

En definitiva, nos encontramos
en materia de movilidad sostenible
con normas que, por su amplitud o
vaguedad, queda desvirtuada la po-
tencial transformación de la reali-
dad regulada que persiguen. Normas
que, por su lejanía, no son capaces
de dar una respuesta tan precisa
como merecen los problemas socia-
les. Y normas, por último, que, a pe-
sar de su concreción, no son ni idó-
neas, ni imprescindibles, ni propor-
cionales strictu sensu para resolver
los problemas que pretenden, tal y
como pone de relieve BASTIDA res-
pecto a la novedosa regulación so-
bre el uso del casco ciclista en vía
urbana —obligatorio para menores
de dieciséis y reglamentariamente
extensible para mayores—. Sin du-
dar de la importancia de la sosteni-
bilidad a la hora de abordar la mo-
vilidad como materia, puede que,
desde el mundo jurídico, por exce-
so o por defecto según los casos, no
estemos enfocando bien el proble-
ma. De ahí la importancia de la obra
como guía para canalizar adecua-
damente a través del Derecho, en los
niveles de poder que corresponda,

un cambio imprescindible en las po-
líticas de movilidad.

Pablo GUERRERO VÁZQUEZ

Universidad de Zaragoza

BUENO ARMIJO, Antonio: El concepto
de subvención en el ordenamien-
to jurídico español, Universidad
Externado de Colombia, Bogotá,
2013, 149 págs.

Antonio BUENO ARMIJO pone de
manifiesto su buen hacer en esta
monografía sobre El concepto de
subvención en el ordenamiento jurí-
dico español. Se trata, según explica
el mismo autor en la presentación,
de la adaptación del primer capítulo
de su tesis doctoral, sobre Las sub-
venciones de la política agrícola co-
mún. Régimen jurídico de la recupe-
ración de las ayudas agrícolas comu-
nitarias. La tesis, dirigida por los
profesores Manuel REBOLLO PUIG y
Manuel IZQUIERDO CARRASCO, fue de-
fendida en 2010 en la Universidad
de Córdoba, y fue galardonada con
el XIV Premio Blas Infante de In-
vestigación sobre Administración
Pública, concedido por el Instituto
Andaluz de Administración Públi-
ca*. Vaya por delante, pues, este se-
llo de calidad que avala el trabajo de
tesis de BUENO y, por extensión, de
la monografía objeto de recensión.

Destaca, de entrada, que la obra
haya sido publicada por el Departa-

RECENSIONES Y NOTICIAS DE LIBROS BIBLIOGRAFÍA

Revista de Administración Pública
392 ISSN: 0034-7639, núm. 196, Madrid, enero-abril (2015), págs. 381-419

* El mismo Instituto Andaluz de Admi-
nistración Pública publicó el trabajo de tesis
doctoral en 2011, bajo el título El reintegro
de subvenciones de la Unión Europea. Especial
referencia a las ayudas de la política agrícola
común.
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